
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO 

PENAL FEDERAL Y DE LA LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE 

DE VIOLENCIA, A CARGO DE LA DIPUTADA SILVIA LORENA VILLAVICENCIO AYALA, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

Quien suscribe, Silvia Lorena Villavicencio Ayala, integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con 

fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

somete a consideración de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que se reforman 

diversas disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y del Código 

Penal Federal, en materia del derecho de las mujeres a la interrupción libre del embarazo, al tenor de las 

siguientes 

Exposición de Motivos 

México aspira a ser una democracia plena que garantice la igualdad de oportunidades, la pronta y expedita 

impartición de justicia y la participación ciudadana auténtica. Para ello, la vida democrática necesita personas 

comprometidas con ella. Es por eso que los ciudadanos, más allá de sus intereses particulares, tienen también 

intereses comunes y obligaciones con la colectividad. Para que la igualdad de oportunidades en la vida 

democrática sea una realidad es necesario que todos los ciudadanos nos involucremos con el bienestar del 

colectivo. 

Uno de los principales elementos que contribuyen con la desigualdad de oportunidades es la falta de movilidad 

social entre generaciones, es decir, cuando el origen socioeconómico determina el destino de la vida de una 

persona. El sexo, la educación, el nivel de ingreso, el lugar de nacimiento e incluso la pertenencia a 

determinados sistemas de creencias son algunas de las características que pueden generar desigualdades en el 

ejercicio de derechos o en el acceso a servicios públicos. 

Una de las principales barreras para las mujeres en México son los graves obstáculos para ejercer sus derechos 

sexuales y reproductivos, una condición que impone graves desigualdades entre los ciudadanos y las ciudadanas 

de nuestro país. Una de las muestras más notorias de dicha desigualdad, tanto en nuestro país como en el 

mundo, está en la restricción que tienen las mujeres para acceder a la interrupción del embarazo de forma 

segura. De ahí que esta iniciativa sea crucial para que el Estado Mexicano avance en garantizar la igualdad en el 

ejercicio de los derechos de mujeres y hombres en el país. 

Derechos sexuales y reproductivos en México 

El acceso a los derechos sexuales, parte incuestionable de los derechos humanos de todo hombre y mujer, se 

sustenta en una amplia gama de decisiones del individuo para garantizar su vida sexual y reproductiva con 

libertad, confianza y seguridad, de acuerdo con sus creencias externas e internas. De ahí que los derechos 

sexuales y reproductivos no se limiten a la interrupción legal del embarazo, sino que se extienden a las 

múltiples posibilidades que tienen los mexicanos para decidir su vida sexual, reproductiva y sobre la libre 

determinación del número y espaciamiento de hijos que consideren oportuno. 

La cultura del uso de métodos anticonceptivos en México, como parte fundamental del ejercicio de los derechos 

sexuales y reproductivos en el país, ha ido incrementado. De acuerdo con la Encuesta Nacional de Salud y 

Nutrición (Ensanut) de 2012, 90 por ciento de la población de 12 a 19 años de edad a nivel nacional reportó 

conocer o haber escuchado hablar de algún método anticonceptivo. Esta cifra muestra un avance respecto a lo 

reportado en la Ensanut de 2006 (de 82 por ciento) y en la de 2000 (de 69).
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En México, la anticoncepción de emergencia se ha incluido de manera progresiva en diversos ordenamientos de 

carácter general y obligatorio emitidos por la Secretaría de Salud. Según las organizaciones Radar 4 y GIRE, 

“desde enero de 2004, la anticoncepción de emergencia está incluida para los casos de relaciones sexuales 

voluntarias sin protección anticonceptiva, cuando se use un método y se presuma su falla y para casos de 

violación. En julio de 2005 se incluyó por primera vez un producto dedicado a la anticoncepción de emergencia 

en el Cuadro Básico de Medicamentos del Sector Salud” (Radar 4 y GIRE 2015, página 47). Sin embargo, pese 

a este incremento en el uso de métodos anticonceptivos en la población no se ha eliminado la necesidad de la 

interrupción del embarazo. 

La interrupción del embarazo en México y el mundo 

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud, cada año hay en el mundo 25 millones de interrupciones 

del embarazo sin condiciones de seguridad, casi todos ellos en países en desarrollo. La situación es 

especialmente precaria en los países de Latinoamérica. Según la misma organización, 3 de 4 abortos en nuestra 

región se hacen en condiciones peligrosas para las mujeres. Pese a los avances que ha tenido la interrupción 

legal del embarazo en la Ciudad de México desde 2007, la situación en nuestro país no deja de ser un asunto de 

salud pública fundamental. El acceso a la interrupción legal del embarazo es uno de los obstáculos más 

importantes para la igualdad sustantiva en el ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos de las 

mexicanas. 

A 11 años de la adopción de esta política pública, conviene hacer un análisis estadístico de los efectos que dicha 

medida ha tenido en la Ciudad de México. De acuerdo con la información pública disponible por la Secretaría 

de Salud de la Ciudad de México, en estos once años, el número de mujeres que han sido atendidas para 

garantizar la interrupción legal del embarazo asciende a 194 mil 153. 

La Secretaría de Salud de la Ciudad de México refiere que la mayoría de las mujeres que han decidido 

interrumpir su embarazo son jóvenes de entre 18 y 24 años. De acuerdo con las autoridades de salud, de las 194 

mil 153 mujeres que han acudido, a 148 mil 590 mujeres se les proporcionó medicamentos, a 42 mil 521 se les 

practicó un proceso de aspiración y a 3 mil 42 pacientes un legrado uterino instrumentado. 

De las usuarias atendidas, 28 por ciento tenía cuatro o menos semanas de gestación, 13.6 estaba en la sexta 

semana y 12.5 en la séptima semana. Apenas 1 por ciento de las pacientes decidió interrumpir su embarazo en 

la semana 12, periodo límite para someterse a un procedimiento de interrupción legal del embarazo. En 

términos del estado civil de la persona, más de la mitad de las mujeres que se sometieron a un aborto eran 

solteras, casi 30 por ciento vivían en unión libre y menos de 20 correspondió a mujeres casadas, divorciadas y 

viudas. La Secretaría de Salud de la Ciudad de México también revela que 34.7 por ciento de las pacientes no 

tenía ningún hijo, 26.5 era mamá de 1, 22.8 de 2 y 10.3 de 3 hijos o más. Este análisis del perfil 

sociodemográfico permite una vista más clara de la situación en la que se pueden llegar a encontrar a las 

mujeres de la Ciudad de México. 

Sin embargo, la situación de la Ciudad de México dista de ser una realidad en el resto del país. En la mayor 

parte de nuestro territorio, las mexicanas son criminalizadas por interrumpir su embarazo, a lo que se le suma la 

violencia obstétrica en los servicios de salud, situación que ha provocado muertes en el embarazo, en el parto y 

en el puerperio. 

Es común que la prensa nacional reporte experiencias de mujeres que, al acudir a los servicios de salud como 

clínicas y hospitales públicos, son objeto de violaciones a sus derechos reproductivos y por ende, de sus 

derechos humanos, un asunto público que se agrava en comunidades indígenas. La imposición del uso de 

métodos anticonceptivos sin pleno conocimiento del paciente es uno de esos casos. La anticoncepción forzada, 



 

 
 

así como la esterilización forzada, representan dos casos de las más claras y constantes violaciones de los 

derechos humanos de las mujeres. 

De ahí que valga la pena preguntarse qué tan diferente es el conteo de las interrupciones legales del embarazo 

fuera de la legislación prevalente en la Ciudad de México. Una de las principales vías para hacerlo es la 

Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares que realiza el Instituto Nacional de 

Estadística, Geografía e Informática. En su emisión de 2016, la encuesta reportó que 9.4 millones de mujeres de 

15 a 49 años dijo haber estado embarazada en los últimos 5 años. Sin embargo, de este segmento, poco más de 

un millón dijo haber tenido al menos un aborto. 

De las mujeres de entre 15 y 49 años, 71 por ciento reportó no haber tenido un embarazo en los últimos 5 años; 

25.5 dijo haber tenido un embarazo, pero no un aborto, mientas que 3 dijo haber estado embarazada y haber 

tenido al menos un aborto durante ese periodo. 

Otra fuente de información sobre abortos practicados a nivel nacional son los registros de egresos hospitalarios 

de unidades de la Secretaría de Salud. La versión pública más reciente recupera la información de 2014. Según 

estas cifras, 117 mil 921 mujeres recibieron atención obstétrica de aborto en uno de los centros de salud de la 

Secretaría de Salud. 

La realidad del país esconde gran parte de los efectos de los abortos que se practican en la clandestinidad o que 

se estiman a partir de encuestas. La principal lección de esta estadística es que la realidad en el país dista mucho 

de lo que sucede en la Ciudad de México. La magnitud del problema en el ámbito nacional es la principal razón 

por la que vale una legislación que abarque los aspectos faltantes en la regulación de salud federal. 

La interrupción legal del embarazo: estado actual y argumentos para su legalización en el país 

El aborto en el país es permitido en los casos en los que el embarazo es producto de una violación sexual. Ésta 

es la única causal legal que existe para el aborto en todo el país. En el resto de las entidades federativas existen 

otras causales de no punibilidad de aborto o de exclusión de responsabilidad: riesgo grave para la vida, 

alteraciones genéticas en el producto, inseminación artificial no consentida y situación económica (Radar y 

GIRE 2015, página 61). 

Sin embargo, el estado actual de la legislación en la mayoría del país atenta directamente contra los derechos 

sexuales y reproductivos de las mujeres. Además de que impone a las mexicanas una desigualdad sustantiva en 

el ejercicio de los derechos. En ese sentido, la interrupción legal del embarazo debe ser garantizada por el 

Estado como un derecho reproductivo de las mujeres por varios motivos. 

En primer lugar, el aborto legal y seguro debe ser permitido para privilegiar la salud de las mujeres. Éste es el 

caso de las mujeres que durante el embarazo desarrollan afecciones como presión alta, problemas renales y 

cardíacos, así como la pérdida de visión, preeclampsia y eclampsia, mismas que provocan el sufrimiento fetal y 

de la madre (Radar y GIRE 2015, página 53). Estas afectaciones pueden resultar en parálisis cerebral para el 

producto y la vida de la madre se pone en riesgo. En este sentido, la calidad de vida para el producto en caso de 

sobrevivir no está garantizada, aunque tampoco lo está para la madre. La necesidad del aborto legal se vuelve 

fundamental cuando el producto presenta una condición anencefálica, donde es bien sabido que la calidad de 

vida del futuro nacido es casi nula. 

Es necesario homologar las legislaciones locales para permitir la interrupción legal del embarazo cuando éste 

represente un riesgo para la vida de la mujer. Al homologar las legislaciones locales se evita que las mujeres en 

esta condición se trasladen a otros estados donde sí está permitida la interrupción del embarazo, evitando así, 



 

 
 

poner aún en más riesgo la vida (Radar y GIRE 2015, página 53). La causal de salud de la madre como 

condición para la interrupción del embarazo según datos de GIRE 2015 se encuentra contemplada en 14 

entidades federativas: Baja California Sur, Campeche, Chihuahua, Colima, Distrito Federal, Guerrero, Hidalgo, 

Jalisco, Michoacán, Nayarit, Nuevo León, Tamaulipas, Tlaxcala y Zacatecas. 

El concepto integral de salud establecido por la Organización Mundial de la Salud OMS es el estado de 

completo bienestar físico, mental y social, y no sólo es la ausencia de afecciones o enfermedades. Como 

apuntan las organizaciones Radar 4 y GIRE, “en este sentido, el derecho a la salud es un derecho constitucional, 

reconocido artículo 4o. de la Constitución, así como en las normas contenidas en los tratados internacionales 

que México ha suscrito como el artículo 10 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador), el artículo 12 

del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el artículo 12 de la Convención sobre 

la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, CEDAW” (Radar 4 y GIRE 2015, 

página 55). 

Considerar delito la interrupción del embarazo bajo estas condiciones representa una clara violación al derecho 

a la salud de las mujeres mexicanas. Ante todo se debe privilegiar la vida de la mujer cuando la condición del 

producto es mala y no se garantiza una calidad de vida después del nacimiento. El privilegiar la vida de la 

madre debe dejar de ser considerado un delito. 

En segundo lugar, la interrupción legal del embarazo es permitido por causa de violación en todo el país. Sin 

embargo, dicha interrupción es permitida si no supera las 12 semanas de gestación. En este caso, las víctimas de 

violación que no tienen de manera inmediata acceso a servicios de salud pueden llevar el embaraza más allá de 

este lapso de tiempo, lo cual les impide interrumpir el embarazo de manera legal. Esta condición de tiempo 

puede desencadenar un problema de salud cuando la víctima no presenta la edad adecuada para desarrollar un 

embarazo. 

Esta regulación representa una violación al derecho a una vida libre de violencia, que el Estado está obligado a 

respetar, garantizar y proteger. Según apuntan las organizaciones Radar 4 y GIRE, “el derecho a una vida libre 

de violencia está reconocido en el artículo 1o. de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención Belém do Pará), que define la violencia contra las mujeres 

como cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o 

psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado, y establece en el artículo 7o. la 

obligación de debida diligencia del Estado para investigarla y sancionarla” (Radar 4 y GIRE 2015, página 68). 

De este modo, “el plazo de 12 semanas establecido para interrumpir el embarazo no toma en consideración la 

edad de la víctima, los riesgos para su vida y salud que un embarazo implica, su estado físico y psicológico, ni 

las circunstancias bajo las que denunció a su agresor. Además, en casos que involucren niñas y adolescentes las 

autoridades tienen la obligación de aplicar el principio de interés superior de la infancia para garantizar el 

acceso a servicios de salud a los que tiene derecho” (Radar y GIRE 2015, página 71). 

La ONU sugiere “despenalizar el aborto y asegurar el acceso al aborto legal al menos en los casos de violación, 

incesto y peligro para la vida y salud de las niñas, y que ese acceso al aborto legal no requiera de autorización 

especial por parte de un juez o un ministerio público. El Estado parte deberá asegurar el acceso a servicios de 

cuidado post aborto, independientemente de que el aborto haya sido legal. Asimismo deberá garantizar el 

interés superior de las adolescentes embarazadas y asegurar que sus puntos de vista sean siempre escuchados y 

respetados por el personal de salud en la decisión sobre el aborto” (Radar y GIRE 2015).
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En conclusión, “la falta de acceso al aborto legal y seguro es una violación a los derechos reproductivos de las 

mujeres y tiene un impacto negativo en el ejercicio de sus derechos humanos, sus oportunidades de vida y su 

futuro” (Radar y GIRE, 2015). 

Consideraciones 

Primera. Que el artículo 1o. constitucional,
3
 en el párrafo tercero, declara como una responsabilidad 

irrenunciable del Estado, promover, proteger, respetar y garantizar todos los derechos humanos, consagrados en 

la Constitución, las leyes que de ella emanen y los tratados internacionales de que México sea parte, los cuales 

por intervención del artículo 133 constitucional,
4
 serán tomados como ley suprema en la Unión, de igual forma 

a través del principio pro persona establecido en el párrafo segundo del artículo 1o. constitucional,
5
 la actuación 

de las autoridades deberá ampliar la protección de los derechos humanos y reducir su restricción para las 

personas. 

Segunda. Que la misma Constitución, en el párrafo segundo del artículo 4o., dicta: “Toda persona tiene derecho 

a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y el espaciamiento de sus hijos”. 

En la aplicación a lo relativo al principio pro persona, el Estado debe favorecer de la forma más amplia la 

protección de este derecho y evitar cualquier restricción que pueda resultar en una violación, por lo que se 

fundamenta el derecho de las mujeres a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y 

espaciamiento de sus hijos, y por tanto no es compatible esta declaración con cualquier acción que le 

contradiga. 

Tercera. Que la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, por 

sus siglas en inglés y en lo subsecuente CEDAW, ratificada por el Estado mexicano el 23 de marzo de 1981 y 

publicada el 21 de mayo del mismo año en el Diario Oficial de la Federación, por lo que recibe tratamiento 

previsto en el artículo 133 constitucional, declara lo siguiente: 

Artículo 1. A los efectos de la presente Convención, la expresión “discriminación contra la mujer” denotara? 

toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o 

anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base 

de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas 

política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.
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En coincidencia con lo anterior, el artículo 1o. constitucional, donde se define la naturaleza de la igualdad, 

señala que la igualdad radica esencialmente en el acceso equitativo, progresivo y sustantivo de los derechos 

humanos. A efectos de los intereses que persigue la presente iniciativa se cita el siguiente artículo de tratado: 

Artículo 2. 
7
 Los Estados parte condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, convienen 

en seguir , por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la 

discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se comprometen a 

f) Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar o derogar leyes, 

reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la mujer; 

g) Derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discriminación contra la mujer. 

Dicho lo anterior, se cita lo siguiente a fin de construir el considerando: 



 

 
 

Artículo 12. 
8
 1. Los Estados parte adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación 

contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres 

y mujeres, el acceso a servicios de atención médica, inclusive los que se refieren a la planificación de la 

familia. 

Entonces, al interpretar la CEDAW en relación a los principios constitucionales, México como Estado parte 

debe proteger y respetar los derechos humanos incluyendo los que se refieren a la planificación familiar, de 

forma que cualquier restricción de tipo penal derivada de la interrupción libre del embarazo, no es compatible 

con la aplicación del tratado en comento. 

Cuarta. Que en la recomendación general número 35, sobre la violencia por razón de género contra la mujer, 

por la que se actualiza la 19,
9
 publicada por el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, 

de los cuales se citan los numerales 14 y 15, en cuyos textos se lee: 

14. La violencia por razón de género afecta a las mujeres a lo largo de todo su ciclo de vida y, en 

consecuencia, las referencias a las mujeres en este documento incluyen a las niñas. Dicha violencia adopta 

múltiples formas, a saber: actos u omisiones destinados a o que puedan causar o provocar la muerte o un daño 

o sufrimiento físico, sexual, psicológico o económico para las mujeres, amenazas de tales actos, acoso, 

coacción y privación arbitraria de la libertad. La violencia por razón de género contra la mujer se ve afectada 

y a menudo agravada por factores culturales, económicos, ideológicos, tecnológicos, políticos, religiosos, 

sociales y ambientales, como se pone de manifiesto, entre otras cosas, en los contextos del desplazamiento, la 

migración, el aumento de la globalización de las actividades económicas, en particular de las cadenas 

mundiales de suministro, la industria extractiva y la deslocalización, la militarización, la ocupación 

extranjera, los conflictos armados, el extremismo violento y el terrorismo. La violencia por razón de género 

contra la mujer también se ve afectada por las crisis políticas, económicas y sociales, los disturbios, las 

emergencias humanitarias, los desastres naturales y la destrucción o degradación de los recursos naturales. 

Las prácticas tradicionales nocivas y los delitos cometidos contra las defensoras de los derechos humanos, las 

políticas, las activistas o las periodistas constituyen también formas de violencia por razón de género contra 

las mujeres afectadas por tales factores culturales, ideológicos y políticos. 

15. El derecho de las mujeres a una vida libre de violencia por razón de género es indivisible e 

interdependiente respecto de otros derechos humanos, a saber: los derechos a la vida, la salud, la libertad y la 

seguridad de la persona, la igualdad y la misma protección en el seno de la familia, la protección contra la 

tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes y la libertad de expresión, de circulación, de 

participación, de reunión y de asociación. 

Sustentando la anterior definición el mismo documento, establece como una forma de violencia la penalización 

del aborto, de acuerdo con su numeral 18, que a la letra dice: 

18. Las violaciones de la salud y los derechos sexuales y reproductivos de la mujer, como la esterilización 

forzada, el aborto forzado, el embarazo forzado, la tipificación como delito del aborto, la denegación o la 

postergación del aborto sin riesgo y la atención posterior al aborto, la continuación forzada del embarazo y el 

abuso y el maltrato de las mujeres y las niñas que buscan información sobre salud, bienes y servicios sexuales 

y reproductivos, son formas de violencia por razón de género que, según las circunstancias, pueden constituir 

tortura o trato cruel, inhumano o degradante.
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De acuerdo con la CEDAW, es fundamental para proteger, respetar y garantizar todos los derechos humanos de 

las mujeres es necesario que la interrupción libre del embarazo, se consolide como una acción que asegure la 

vida libre de violencia de las mujeres. 



 

 
 

Quinta. Que el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, a través del documento 

tituladoObservaciones finales sobre el noveno informe periódico de México, 
11

 en el numeral 42 estableció lo 

siguiente: 

42. En consonancia con su recomendación general número 24 (1999), sobre la mujer y la salud, el comité 

recomienda al Estado parte que 

a) Ponga mayor empeño en acelerar la armonización de las leyes y los protocolos federales y estatales sobre 

el aborto para garantizar el acceso al aborto legal y, aunque no haya sido legalizado, a los servicios de 

atención posterior al aborto; 

En consecuencia los compromisos internacionales que ha suscrito el Estado mexicano, para asegurar el pleno 

goce de los derechos humanos por parte de las mujeres, le obligan a tomar medidas para garantizar el acceso al 

aborto legal, de forma que se suscribe en los considerandos de la iniciativa. 

Sexta. Que la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, 

“Convención de Belém Do Pará” (CBDP), ratificada por el Estado Mexicano el 11 de diciembre de 1998, señala 

en su artículo 6 lo siguiente: 

Artículo 6. El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros 

a. el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y 

b. el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de comportamiento y 

prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación. 

Suscribiendo en lo anterior, de acuerdo a la CEDAW, que las mujeres tienen el derecho a una vida libre de 

violencia y que como se ha declarado la penalización del aborto entre otras acciones relacionadas es una forma 

de violencia y por lo tanto no se puede asegurar el derecho mencionado en el artículo en comento si no se 

resuelve con oportunidad su mandato. 

Séptima. Que la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (LGAMVLV)
12

 dispone 

en el artículo 2 lo siguiente: 

Artículo 2. La federación, las entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios, en el ámbito de sus 

respectivas competencias expedirán las normas legales y tomarán las medidas presupuestales y 

administrativas correspondientes, para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, de 

conformidad con los tratados internacionales en materia de derechos humanos de las mujeres, ratificados por 

el Estado mexicano. 

Entonces, si la ley distribuye competencias en las esferas jurídicas y administrativas de los tres niveles de 

gobierno, para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, de conformidad con los 

tratados internacionales, es una contradicción que se penalice el aborto y las acciones relacionadas, de igual 

forma se contradice el derecho de las mujeres a decidir sobre el número de hijos y el espaciamiento entre 

ellos, dado que al no existir una política que otorgue cobertura de salud reproductiva y sexual, no puede 

cumplirse este supuesto. 

De igual forma, el artículo 3 de la referida ley sostiene lo siguiente: 



 

 
 

Artículo 3. Todas las medidas que se deriven de la presente ley, garantizarán la prevención, la atención, la 

sanción y la erradicación de todos los tipos de violencia contra las mujeres durante su ciclo de vida y para 

promover su desarrollo integral y su plena participación en todas las esferas de la vida. 

Así, la ley establece como uno objetivo primordial construir medidas para asegurar la vida libre de violencia por 

parte de las mujeres, por lo que en conclusión y como se expondrá a continuación es el instrumento jurídico, 

donde es puntual la incorporación de un precepto que evite la penalización del aborto. 

Octava. El tipo penal del aborto, en este sentido, es conveniente cuestionar lo siguiente, la penalización del 

aborto se encuentra tipificada tanto en el Código Penal Federal,
13

 como en los relativos de las entidades 

federativas, salvo el de la Ciudad de México, en dicho ordenamiento y a efectos de los intereses que persigue la 

Iniciativa se citan los siguientes artículos: 

Artículo 329. Aborto es la muerte del producto de la concepción en cualquier momento de la preñez. 

Artículo 330. Al que hiciere abortar a una mujer, se le aplicarán de uno a tres años de prisión, sea cual fuere 

el medio que empleare, siempre que lo haga con consentimiento de ella. Cuando falte el consentimiento, la 

prisión será de tres a seis años y si mediare violencia física o moral se impondrán al delincuente de seis a 

ocho años de prisión. 

Artículo 331. Si el aborto lo causare un médico, cirujano, comadrón o partera, además de las sanciones que le 

correspondan conforme al anterior artículo, se le suspenderá de dos a cinco años en el ejercicio de su 

profesión. 

Artículo 332. Se impondrán de seis meses a un año de prisión, a la madre que voluntariamente procure su 

aborto o consienta en que otro la haga abortar, si concurren estas tres circunstancias: 

I. Que no tenga mala fama; 

II. Que haya logrado ocultar su embarazo; y 

III. Que éste sea fruto de una unión ilegítima. 

Faltando alguna de las circunstancias mencionadas, se le aplicarán de uno a cinco años de prisión. 

Artículo 333. No es punible el aborto causado sólo por imprudencia de la mujer embarazada, o cuando el 

embarazo sea resultado de una violación. 

Artículo 334. No se aplicará sanción: cuando de no provocarse el aborto, la mujer embarazada o el producto 

corran peligro de muerte, a juicio del médico que la asista, oyendo éste el dictamen de otro médico, siempre 

que esto fuera posible y no sea peligrosa la demora. 

Es en este sentido la discusión sobre la necesaria reforma al Código Penal, determinando la siguiente 

comparación con el Código Penal para el Distrito Federal, donde se establece el siguiente tipo penal: 

Artículo 144. Aborto es la interrupción del embarazo después de la décima segunda semana de gestación. 

Para los efectos de este código, el embarazo es la parte del proceso de la reproducción humana que comienza 

con la implantación del embrión en el endometrio. 



 

 
 

Artículo 145. Se impondrá de tres a seis meses de prisión o de 100 a 300 días de trabajo a favor de la 

comunidad, a la mujer que voluntariamente practique su aborto o consienta en que otro la haga abortar, 

después de las doce semanas de embarazo. En este caso, el delito de aborto sólo se sancionara? cuando se 

haya consumado. 

Al que hiciere abortar a una mujer, con el consentimiento de ésta, se le impondrá de uno a tres años de 

prisión. 

Artículo 146. Aborto forzado es la interrupción del embarazo, en cualquier momento, sin el consentimiento 

de la mujer embarazada. 

Pare efectos de este artículo, al que hiciere abortar a una mujer por cualquier medio sin su consentimiento, se 

le impondrá de cinco a ocho años de prisión. Si mediare violencia física o moral, se impondrá de ocho a diez 

años de prisión. 

Artículo 147. Si el aborto o aborto forzado lo causare un médico cirujano, comadrón o partera, enfermero o 

practicante, además de las sanciones que le correspondan conforme a este capítulo, se le suspenderá? en el 

ejercicio de su profesión u oficio por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta. 

Artículo 148. Se consideran como excluyentes de responsabilidad penal en el delito de aborto: I. Cuando el 

embarazo sea resultado de una violación o de una inseminación artificial a que se refiere el artículo 150 de 

este código; 

II. Cuando de no provocarse el aborto, la mujer embarazada corra peligro de afectación grave a su salud a 

juicio del médico que la asista, oyendo este el dictamen de otro médico, siempre que esto fuere posible y no 

sea peligrosa la demora; 

III. Cuando a juicio de dos médicos especialistas exista razón suficiente para diagnosticar que el producto 

presenta alteraciones genéticas o congénitas que puedan dar como resultado daños físicos o mentales, al 

límite que puedan poner en riesgo la sobrevivencia de este, siempre que se tenga el consentimiento de la 

mujer embarazada; o 

IV. Que sea resultado de una conducta culposa de la mujer embarazada. 

En los casos contemplados en las fracciones I, II y III, los médicos tendrán la obligación de proporcionar a la 

mujer embarazada, información objetiva, veraz, suficiente y oportuna sobre los procedimientos, riesgos, 

consecuencias y efectos; así como de los apoyos y alternativas existentes, para que la mujer embarazada pueda 

tomar la decisión de manera libre, informada y responsable. 

Es notoria la diferencia entre ambas tipificaciones penales, la existente en la Ciudad de México en relación al 

Código Federal, establece que la interrupción libre antes de las doce semanas de gestación, no será considerado 

un aborto, ni penalizado, lo cual coincide plenamente con los intereses de la Iniciativa, de garantizar este 

derecho y sobre todo no penalizar, ni criminalizar a quien ha tomado la libre determinación de decidir sobre su 

cuerpo y su proyecto de vida. 

Más aún, la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la acción de inconstitucionalidad 146/2006 y su 

acumulada 147/2007,
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 determinó la constitucionalidad de la medida aprobada por la Asamblea Legislativa del 

Distrito Federal, con lo que supuso la despenalización de aborto, siempre que se realice antes de las 12 semanas 

de la gestación. 



 

 
 

Así las cosas, podremos colegir lo siguiente: 

1. Dado que el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia se desprende como una ley emanada de la 

Constitución, es entonces un derecho universal para todas las mujeres, que debe ser promovido, protegido, 

respetado y garantizado por las autoridades, aplicando la menor restricción a las personas y ampliando en el 

máximo posible la protección de los derechos humanos. 

2. “La esterilización forzada, el aborto forzado, el embarazo forzado, la tipificación como delito del aborto, la 

denegación o la postergación del aborto sin riesgo y la atención posterior al aborto, la continuación forzada 

del embarazo y el abuso y el maltrato de las mujeres y las niñas que buscan información sobre salud, bienes y 

servicios sexuales y reproductivos, son formas de violencia por razón de género”, de acuerdo con la 

interpretación de la CEDAW, por lo que son formas de violencia las cuales deben prevenirse y erradicarse 

como parte de un derecho que debe observar los principios de progresividad, interdependencia, 

indivisibilidad, pero sobre todo de universalidad es decir debe observarse en todas las mujeres del territorio 

nacional. 

3. Considerando que la interrupción del embarazo antes de las 12 semanas de gestación no es considerado 

como un tipo penal en la Ciudad de México, que forma parte de la Unión, avalado este hecho por la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, como ya se ha mencionado anteriormente, lo cual constituye la prevención y 

erradicación de una de las formas de violencia en razón de género, de acuerdo a lo establecido por la 

CEDAW. 

4. Es entonces, una deducción lógica que la interrupción del embarazo antes de las 12 semanas de gestación 

es una medida que previene y erradica una forma de violencia en razón de género, de acuerdo con la 

CEDAW, tratado internacional que es ley suprema en la Unión, acción que protege, respeta y garantiza un 

derecho humano que emana de la Constitución, al establecerse en la Ley General de Acceso de las Mujeres a 

una Vida Libre de Violencia, que ya se aplica en un territorio que forma parte de la Unión, avalado por el 

tribunal constitucional, es una contradicción que no observe el criterio de universalidad de los derechos 

humanos, porque dicha discordancia conduce a una limitada aplicación de la ley, en perjuicio de las restantes 

mujeres que no habitan en la Ciudad de México, por lo que a juicio de quien suscribe debe extenderse dicha 

protección al resto de las entidades federativas. 

Ahora bien, de acuerdo con la controversia constitucional 29/2000,
15

 la Ley General de Acceso de las Mujeres a 

una Vida Libre de Violencia es una facultad concurrente donde el Congreso de la Unión el que determine la 

forma y los términos de la participación de dichos entes, tal como se lee: 

Facultades concurrentes en el sistema jurídico mexicano. Sus características generales. Si bien es cierto 

que el artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que “Las 

facultades que no están expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales, se 

entienden reservadas a los Estados”, también lo es que el órgano reformador de la Constitución determinó, en 

diversos preceptos, la posibilidad de que el Congreso de la Unión fijara un reparto de competencias, 

denominado “facultades concurrentes”, entre la federación, las entidades federativas y los municipios e, 

inclusive, el Distrito Federal, en ciertas materias [...]. Esto es, en el sistema jurídico mexicano las facultades 

concurrentes implican que las entidades federativas, incluso el Distrito Federal, los municipios y la 

federación, puedan actuar respecto de una misma materia, pero será el Congreso de la Unión el que determine 

la forma y los términos de la participación de dichos entes a través de una ley general. 

De ahí que si el Congreso de la Unión ha dispuesto en la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia una facultad concurrente, tiene la atribución de proteger y respetar a través de acciones 



 

 
 

afirmativas los derechos humanos de las mujeres, en particular la tipificación como delito del aborto. Sin 

embargo, en concordancia con la SCJN, es el interés de la Iniciativa armonizar en proporción y razón con el 

Código Penal para el Distrito Federal, que ya observa esta medida, siempre que se realice antes de las 12 

semanas de gestación. 

En la presente iniciativa se realiza una precisión sobre la tipificación inexacta que, a la fecha actual, aún 

contiene el citado Código Penal para el Distrito Federal, en lo relativo a considerar el hecho de señalar que 

sólo se considerará como aborto siempre que la conducta se realice “después a las doce semanas de 

gestación”. 

Dicha porción normativa en la legislación sustantiva referida se incluye como parte integrante del tipo penal, sin 

embargo, lo cierto es que es más acorde con la teoría dogmática del delito, considerar dicho hecho, como una 

excluyente de responsabilidad penal y no como una parte de la definición del tipo penal del aborto. 

Por tal motivo, la presente iniciativa precisa, mediante la modificación al Código Penal Federal, que el aborto es 

la “interrupción del embarazo”, siendo una de las causas excluyentes de responsabilidad penal la de realizarlo 

previamente a las doce semanas de gestación del feto en desarrollo. 

Asimismo, desde esta óptica conceptual, se detalla que una vez que a partir de la octava semana de gestación 

del embrión, éste será denominado como “feto en desarrollo”. Esta denominación parte de la definición 

científica de la embriología y la perinatología que al describir el proceso de gestación del embrión lo nombra 

como “feto en desarrollo”, a partir de la octava semana de gestación. 

Finalmente, se precisa que ninguna legislación local en materia sustantiva penal podrá establecer que el aborto 

sea sancionado con una pena privativa de la libertad, por lo que, únicamente se podrán establecer “sanciones y 

medidas penales no privativas de la libertad” establecidas en los artículos 152 y subsecuentes de la Ley 

Nacional de Ejecución Penal. 

Por lo expuesto y de acuerdo con los artículos mencionados en el proemio se presenta ante esta soberanía el 

siguiente proyecto de 

Decreto 

Primero. Se reforman y adicionan los artículos 329, 330 y 332; y se derogan el 333 y 334 del Código Penal 

Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 329. Aborto es la interrupción del embarazo. 

Para los efectos de este código, el embarazo es la parte del proceso de la reproducción humana que 

comienza con la implantación del embrión en el endometrio. A partir de la octava semana de su 

respectiva implantación dicho embrión se denomina feto en desarrollo. 

Artículo 330. Se impondrá de tres a seis meses de prisión a la mujer que voluntariamente practique su 

aborto o consienta en que otro la haga abortar, después de las doce semanas de embarazo. En este caso, el 

delito de aborto sólo se sancionara? cuando se haya consumado. 

A quien hiciere abortar a una mujer se le aplicarán de uno a tres años de prisión, sea cual fuere el medio 

que empleare, siempre que lo haga con consentimiento de ella. Cuando falte el consentimiento, la prisión 



 

 
 

será de tres a seis años y si mediare violencia física o moral se impondrán al delincuente de seis a ocho 

años de prisión. 

Artículo 331. (...) 

Artículo 332. Se consideran como excluyentes de responsabilidad penal en el delito de aborto 

I. Cuando el embarazo sea resultado de una violación a que se refiere el artículo 265 de este código; 

II. Cuando de no provocarse el aborto, la mujer embarazada corra peligro de afectación grave a su 

salud a juicio del médico que la asista, oyendo este el dictamen de otro médico, siempre que esto fuere 

posible y no sea peligrosa la demora; 

III. Cuando a juicio de dos médicos especialistas exista razón suficiente para diagnosticar que el 

producto presenta alteraciones genéticas o congénitas que puedan dar como resultado daños físicos o 

mentales, al límite que puedan poner en riesgo la sobrevivencia de este, siempre que se tenga el 

consentimiento de la mujer embarazada; o 

IV. Que sea resultado de una conducta culposa de la mujer embarazada. 

V. Que se realice previamente a las doce semanas de gestación del feto en desarrollo. 

En los casos contemplados en las fracciones I, II y III, los médicos tendrán la obligación de proporcionar 

a la mujer embarazada, información objetiva, veraz, suficiente y oportuna sobre los procedimientos, 

riesgos, consecuencias y efectos; así? como de los apoyos y alternativas existentes, para que la mujer 

embarazada pueda tomar la decisión de manera libre, informada y responsable. 

Artículo 333. (Se deroga). 

Artículo 334. (Se deroga) 

Segundo. Se adicionan los artículos 20 Bis y Ter de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 

de Violencia, para quedar como sigue: 

Artículo 20 Bis. Se consideran formas de violencia institucional contra las mujeres las siguientes: 

I. La esterilización forzada; 

II. el aborto forzado; 

III. el embarazo forzado; 

IV. la tipificación del aborto como delito con pena privativa de la libertad; 

V. la denegación o la postergación del aborto sin riesgo; y 

VI. la continuación forzada del embarazo. 



 

 
 

Artículo 20 Ter. Los tres órdenes de gobierno tienen la obligación de prevenir, identificar y erradicar las 

formas de violencia descritas en el artículo 20 Bis, para lo cual dispondrán de acciones que protejan, 

promuevan, respeten y garanticen los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres. 

Ninguna legislación local podrá restringir dichos derechos a través la tipificación del aborto como delito 

que amerite pena privativa de la libertad. El aborto únicamente será sancionado penalmente con las 

sanciones y medidas penales no privativas de la libertad establecidas en el capítulo correspondiente de la 

Ley Nacional de Ejecución Penal. 

En caso de que el aborto se realice previamente a las doce semanas de gestación del feto en desarrollo se 

considerará como una excluyente de responsabilidad penal en las legislaciones locales correspondientes. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. Se derogan las disposiciones que contravengan el presente decreto. 
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